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DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. CASO Nº 1. HISTORIA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

LEY DE 30 DE ENERO DE 1900: ACCIDENTES DE TRABAJO

(Gaceta de 31 de enero)

   DON ALFONSO XIII, por la gracia de Dios y la Constitución Rey de España, y en su nombre y durante su menor edad la REINA Regente del Reino;

   A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado lo siguiente:

   Artículo 1.º Para los efectos de la presente ley, entiéndese por accidente toda lesión corporal que el operario sufra con ocasión ó por consecuencia del trabajo que ejecuta por cuenta ajena; por patrono, el particular ó Compañía propietario de la obra, explotación ó industria donde el trabajo se preste; y por operario, todo el que ejecuta habitualmente un trabajo manual fuera de su domicilio por cuenta ajena.

   Artículo 2.º El patrono es responsable de los accidentes ocurridos á sus operarios con motivo y en el ejercicio de la profesión ó trabajo que realicen, á menos que el accidente sea debido á fuerza mayor extraña al trabajo en que se produzca el accidente. 

   Artículo 3.º Las industrias ó trabajos que dan lugar á responsabilidad del patrono serán:

   1.º Las fábricas y talleres y los establecimientos industriales donde se hace uso de una fuerza cualquiera distinta de la del hombre.

   2.º Las minas, salinas y canteras.

   3.º Las fábricas y talleres metalúrgicos y de construcciones terrestres o navales.

   4.º La construcción, reparación y conservación de edificios, comprendiendo los trabajos de albañilería y todos sus anexos: carpintería, cerrajería, corte de piedras, pintura, etc.

   5.º Los establecimientos donde se producen ó se emplean industrialmente materias explosivas o inflamables, insalubres ó tóxicas.

   6.º La construcción, reparación y conservación de vías férreas, puertos, caminos, canales, diques, acueductos, alcantarillas y otros trabajos similares.

   7.º Las faenas agrícolas y forestales donde se hace uso de algún motor que accione por medio de una fuerza distinta á la del hombre. En estos trabajos, la responsabilidad del patrono existirá sólo con respecto al personal expuesto al peligro de las máquinas.

   8.º El acarreo y transporte por vía terrestre, marítima y de navegación interior.

   9.º Los trabajos de limpieza de calles, pozos negros y alcantarillas.

  10. Los almacenes de depósito y los depósitos al por mayor de carbón, leña y madera de construcción. 

  11. Los teatros con respecto de su personal asalariado.

  12. Los cuerpos de bomberos. 

  13. Los establecimientos de producción de gas ó de electricidad y la colocación y conservación de redes telefónicas. 

  14. Los trabajos de colocación, reparación y desmonte de conductores eléctrico y de pararrayos.

  15. Todo el personal encargado en las faenas de carga y descarga.

  16. Toda industria ó trabajo similar no comprendido en los números procedentes.

  Artículo 4.º Los obreros tendrán derechos á indemnización por los accidentes indicados en el art. 2º, que produzca una incapacidad de trabajo absoluta ó parcial, temporal ó perpetua, en la forma y cuantía que establecen las disposiciones siguientes:

   1.ª Si el accidente hubiese producido una incapacidad temporal, el patrono abonará á la víctima una indemnización igual á la mitad de su jornal diario desde el día en que tuvo lugar el accidente, hasta el en que se halle en condiciones de volver al trabajo.

   Si transcurrido un año no hubiese cesado aun la incapacidad, la indemnización se regirá por las disposiciones relativas á la incapacidad perpetua.

   2.ª Si el accidente hubiese producido una incapacidad permanente y absoluta para todo trabajo, el patrono deberá abonar á la víctima una indemnización igual al salario de dos años; pero sólo será la correspondiente á diez y ocho meses de salario, cuando la incapacidad se refiera á la profesión habitual, y no impida al obrero dedicarse á otro género de trabajo.

   3.ª Si el accidente hubiese producido una incapacidad parcial aunque permanente para la profesión ó clase de trabajo á que se hallaba dedicada la víctima, el patrono quedará obligado á destinar al obrero con igual remuneración á otro trabajo compatible con su estado, ó a satisfacer una indemnización equivalente á un año de salario á elección del patrono.

   El patrono se halla igualmente obligado a facilitar la asistencia médica y farmacéutica al obrero hasta que se halle en condiciones de volver al trabajo, ó por dictamen facultativo se le declare comprendido en los casos definidos en los números 2.º y 3.º del presente artículo y no requiera la referida asistencia, la cual se hará bajo la dirección de Facultativos designados por el patrono.

   Las indemnizaciones por incapacidad permanente definidas en los números 2.º y 3.º, serán independientes de las determinadas en el 1.º para el caso de incapacidad temporal.

   Artículo 5.º Si el accidente produjese la muerte del obrero, el patrono queda obligado á sufragar los gastos de sepelio, no excediendo éstos de 100 pesetas, y además á indemnizar á la viuda, descendientes legítimos menores de diez y seis años y ascendientes, en la forma y cuantía que establecen las disposiciones siguientes:

   1.ª Con una suma igual al salario medio diario de dos años que disfrutaba la víctima, cuando ésta deje viuda é hijos ó nietos huérfanos que se hallasen á su cuidado.

   2.ª Con una suma igual á diez y ocho meses de salario, si sólo dejasen hijos o nietos.

   3.ª Con un año de salario á la viuda sin hijos ni otros descendientes del difunto.

   4.ª Con diez meses de salario á los padres ó abuelos de la víctima, si no dejase viuda y descendientes y fueran aquéllos sexagenarios y careciesen de recursos, siempre que sean dos ó más estos ascendientes. En el caso de quedar uno solo, la indemnización será equivalente á siete meses de jornal que percibía la víctima.

   Las disposiciones contenidas en los números 2.º y 4.º, serán aplicables al caso de que la víctima del accidente sea mujer. Las contenidas en el 1.º sólo beneficiarán á los descendientes de ésta, cuando se demuestre que se hallan abandonados por el padre ó abuelo viudo, ó procedan de matrimonio anterior de la víctima.

   Las indemnizaciones por causa de fallecimiento no excluyen las que correspondieron á la víctima en el período que medió desde el accidente hasta su muerte.

   5.ª Las indemnizaciones determinadas por esta Ley se aumentarán en una mitad más de su cuantía cuando el accidente se produzca en un establecimiento ú obras cuyas máquinas o artefactos carezcan de los aparatos de precaución á que se refieren los artículos 6.º, 7.º, 8.º y 9.º

   Artículo 6.º Se constituirá una Junta técnica encargada del estudio de los mecanismos inventados hasta hoy para prevenir los accidentes de trabajo. Esta Junta se compondrá de tres Ingenieros y un Arquitecto; dos de los primeros pertenecientes á la Junta de reformas sociales, y uno á la Real Academia de Ciencias exactas, á propuesta de las referidas Corporaciones. El cargo de Vocal de la Junta técnica de previsión de los accidentes será gratuito.

   Artículo 7.º La Junta á que se refiere el artículo anterior redactará un catálogo de los mecanismos que tienen por objeto impedir los accidentes del trabajo, y lo elevará el Ministerio de la Gobernación en el término de cuatro meses.

   Artículo 8.º El Gobierno, de acuerdo con la Junta técnica, establecerá en los reglamentos y disposiciones que se dicten para cumplir la ley, los casos en que deben acompañar á las máquinas los mecanismos protectores del obrero ó preventivos de los accidentes de trabajo, así como las demás condiciones de seguridad é higiene indispensables á cada industria.

   Artículo 9.º La Junta técnica formará un Gabinete de experiencias, en que se conserven los modelos de los mecanismos ideados para prevenir los accidentes industriales, y en que se ensayen los mecanismos nuevos, é incluirá en el catálogo los que recomiende la práctica.

   Artículo 10.º El propietario de los establecimientos industriales comprendidos en el art. 3.º podrá, en vez de las indemnizaciones establecidas en el art. 5.º, otorgar pensiones vitalicias, siempre que las garanticen á satisfacción de la víctima ó sus derecho habientes, en la forma ó cuantía siguiente: 

   1.º De una suma igual al 40% del salario anual de la víctima, pagadera á la viuda, hijos ó nietos menores de diez y seis años.

   2.º De 20 por 100 á la viuda sin hijos ni descendientes legítimos de la víctima.

   3.º De 10 por 100 para cada uno de los ascendientes pobres y sexagenarios, cuando la  víctima no dejase viuda ni descendientes, siempre que el total de estas pensiones no exceda de 30 por 100 del salario 

   Estas pensiones cesarán cuando la viuda pasare á ulteriores nupcias, y, respecto de los hijos ó nietos, cuando llegasen á la edad señalada en el art. 5.º

   Artículo11.º Para el cómputo de las indemnizaciones establecidas en esta ley, se entenderá por salario el que efectivamente reciba el obrero en dinero ó en otra forma, descontándose los días festivos. El salario diario no se considerará nunca menor á una peseta 50 céntimos, aun tratándose de aprendices que no perciban remuneración alguna, ó de operarios que perciban menos de dicha cantidad.

   Artículo 12.º Los patronos podrán sustituir las obligaciones definidas en los artículos 4.º, 5.º y 10, ó cualquiera de ellas por el seguro hecho á su costa en cabeza del obrero de que se trate, de los riesgos a que se refiere cada uno de esos artículos respectivamente ó todos ellos, en una Sociedad de seguros debidamente constituida, que sea de las aceptadas para este efecto por el Ministerio de la Gobernación, pero siempre á condición de que la suma que el obrero reciba no sea inferior á la que correspondiera con arreglo á esta ley.

   Artículo 13.º Los preceptos de esta ley obligarán al Estado en sus Arsenales, fábricas de armas, de pólvora y los establecimientos ó industrias que sostenga. Igual obligación tendrán las Diputaciones provinciales y los Ayuntamientos en los respectivos casos, así como las obras públicas que ejecuten por administración.

   Artículo 14.º Mientras se dicten las disposiciones relativas á los Tribunales o jurados especiales que han de resolver los conflictos que surjan en la aplicación de esta ley,  entenderán en ellos los Jueces de primera instancia, con arreglo a los procedimientos establecidos para los juicios verbales y con los recursos que determina la ley de Enjuiciamiento civil.

   Artículo 15.º Las acciones para reclamar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley prescriben al cumplir un año de la fecha del accidente.

   Artículo 16.º Todas las reclamaciones de daños y perjuicios por hechos no comprendidos en las disposiciones de la presente ley, quedan sujetas á las prescripciones de derecho común.

   Artículo 17.º Si los daños y perjuicios fueran ocasionados con dolo, imprudencia ó negligencia, que constituyan delito ó falta con arreglo al Código penal, conocerán en juicio correspondiente los Jueces y Tribunales de lo criminal.

   Artículo 18.º Si los Jueces y Tribunales de lo criminal acordasen el sobreseimiento ó la absolución del procesado, quedará expedito el derecho que al interesado corresponda para reclamar la indemnización de daños y perjuicios, según las disposiciones de esta ley. 

   Artículo 19.º Serán nulos y sin valor toda renuncia á los beneficios de la presente ley, y en general todo pacto contrario á sus disposiciones.

   Artículo 20.º El Gobierno dictará, en el término de seis meses, los reglamentos y disposiciones necesarios para el cumplimiento de esta ley.

   Artículo 21.º Ejemplares impresos de esta ley y su reglamento se colocarán en sitio visible de los establecimientos, talleres ó Empresas industriales á que se refiere.

   Por tanto:
   Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes.

Dado en Palacio á treinta de Enero de mil novecientos.

YO LA REINA REGENTE.

El Ministro de la Gobernación 

Eduardo Dato.

Tras la lectura de la Ley de Accidentes de Trabajo de 30 de enero de 1900, conteste las siguientes preguntas.

1- Semejanzas y diferencias entre el concepto de accidente de trabajo previsto en el art. 1 de la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 y el establecido en el art. 115 LGSS 1994. 
2- ¿Cuál fue la principal innovación introducida por la Ley de Accidentes de Trabajo? ¿Qué ocurría con anterioridad?
3- ¿Es la Ley de Accidentes de Trabajo, en sentido estricto, una norma de Seguridad Social?
4- En cuanto a su ámbito subjetivo, ¿la Ley de Accidentes de Trabajo de 30 de enero de 1900 se aplicaba a todos los trabajadores asalariados? ¿Y a los trabajadores autónomos?
5- Divida los preceptos de la Ley de Accidentes de Trabajo por bloques de materias y explique la finalidad de cada uno de esos bloques.
JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS DE LA PRÁCTICA

Como regla general, un sistema de prácticas que repercuta en la calificación final mediante la asignación de puntos por su realización debe resultar no sólo claro y comprensible para el alumno, sino también estar dotado de una razonable previsibilidad y homogeneidad, de forma tal que mediante cierta repetición se puedan adquirir –y constatar- las habilidades y competencias que la materia debe proporcionar. La realización de una sola práctica –por tema o bloque de materias- puede no resultar suficiente para que el alumno desarrolle las destrezas necesarias, o para que el profesor pueda efectuar una valoración adecuada.

Esa homogeneidad y previsibilidad no es obstáculo para la realización de actividades diversas, porque la variedad no sólo puede resultar adecuada con fines pedagógicos, sino que puede venir exigida por las peculiaridades de los temas o instituciones que con las prácticas tratan de clarificarse. Así sucede, por ejemplo, en los temas históricos, donde la interpretación y aplicación de la norma puede resultar menos atractiva desde la perspectiva del alumno, y donde la lectura y comentario –reflexivo y comparativo- se convierten en recursos pedagógicos de inestimable valor.

La elección del objeto de análisis es compleja, ya que puede optarse no sólo por el texto de una norma, sino también por recursos heterogéneos, como un estudio doctrinal, e incluso, en función de las circunstancias, noticias de prensa, artículos de opinión, u otro tipo de documentos en los que se deje constancia del contexto en el que la norma fue aprobada.
Esa elección puede determinar asimismo el objetivo perseguido. El análisis de un texto normativo puede dirigirse, por ejemplo, a familiarizar al estudiante con el lenguaje jurídico, y su evolución a lo largo del tiempo. La norma jurídica es la herramienta de trabajo principal del jurista, y conviene que el estudiante se habitúe a su manejo desde el primer momento. El alumnado debe acostumbrarse a la terminología técnica, de modo que sea capaz de distinguir entre fuentes de derecho de distintas épocas situándolas en su momento histórico correcto (v.gr., ordenanzas laborales o reglamentaciones de trabajo), y evite errores de naturaleza semántico-política (v.gr., denominar Real Decreto a las normas reglamentarias en épocas no monárquicas).

Las finalidades, por supuesto, son múltiples, ya que puede resultar de utilidad la comparación entre normas de épocas distintas. Esa tarea permite alcanzar una cabal comprensión de la evolución del ordenamiento en la concreta disciplina jurídica. En fin, el objetivo último puede consistir, asimismo, en valorar esa norma a la luz del contexto actual, con el fin de determinar si puede continuar resultando aplicable transitoriamente, o si, cuando menos, parte de su contenido permanece materialmente vigente por haberse incorporado a una norma posterior; así puede comprobarse si las razones que motivaron su aprobación subsisten parcialmente pese al transcurso del tiempo.

El material utilizado para las prácticas de carácter histórico permitirá al estudiante hacerse cargo de la sensibilidad política y social de una determinada época. En el caso de las normas, el preámbulo o exposición de motivos resultan a menudo notablemente ilustrativos. La ubicación de las normas en el contexto socio-político y cultural de la época es, a la postre, un imperativo pedagógico, ya que las inquietudes y sensibilidades de cada momento condicionan la legislación.
En verdad, resulta imprescindible que el alumno valore en su justa medida que la configuración del ordenamiento jurídico en un momento dado es producto de una evolución, y que por tanto el Derecho del Trabajo y el Derecho de la Seguridad Social se han ido gestando a lo largo de décadas -conservando ciertos rasgos tradicionales-, sin perjuicio de que en determinadas coyunturas se pueda apreciar una pretensión de ruptura con la situación anterior (v.gr., derechos colectivos antes y después de la Dictadura).

Desde otra perspectiva, el profesor también debe decidir si proporciona al alumno el documento histórico objeto de análisis. Desde luego, resulta mucho más adecuado en términos formativos que sea el estudiante quien localice el documento, pues en profesiones jurídicas el rápido acceso a la información forma parte de las destrezas básicas, que deben ser entrenadas desde el primer momento. Sólo cuando la localización del documento sea muy compleja se justificaría que el profesor lo proporcionase directamente. No obstante, también debería valorarse el momento formativo en el que se encuentre el alumno y las actividades previas que ya se hayan desarrollado en la concreta asignatura. Cuanto menos formado esté el estudiante más se justifica que las exigencias resulten progresivas, y si bien no es recomendable que el profesor entregue al alumnado un documento razonablemente sencillo de localizar, máxime una norma jurídica, sí que podría ser aconsejable que se dedicase una clase práctica a la instrucción en el manejo y localización de las fuentes principales de la disciplina, de modo que se garantice desde el inicio que los estudiantes poseen esa clase de competencias y habilidades instrumentales. 
La práctica que aquí se propone tiene como objetivo primario uno de los anteriormente señalados, ya que pretende que el alumnado se cerciore de que determinadas normas, aunque ya no se encuentren vigentes, y pese a que su gestación se produjese hace más de un siglo en el marco del nacimiento mismo de la legislación obrera, mantienen vivo su espíritu. 
El concepto de accidente de trabajo contenido en la Ley Dato de 30 de Enero de 1900 es, en lo esencial, el que hoy se recoge en el art. 115 LGSS, sin perjuicio de que el precepto vigente haya asumido parcialmente la abundante doctrina jurisprudencial que a lo largo de los años ha ido clarificando el concepto de accidente de trabajo, que en verdad se encuentra en constante evolución, de modo que sus líneas de frontera no son inmutables.

La práctica busca que el alumno reflexione sobre la realidad a la que se dirigía la Ley Dato, por un lado, y el escenario en el que ha de aplicarse el art. 115 LGSS, por otro. En su origen, el concepto de accidente de trabajo resultaba operativo exclusivamente para el proletariado, destinatario de esa norma, y con escasas adaptaciones ha ido alcanzando a una realidad social y económica completamente distinta, pues el ámbito subjetivo del aseguramiento se ha ampliado hasta comprender prácticamente a todos los trabajadores, incluidos los autónomos, y las clases de accidentes pueden resultar muy diversas. 

Es esa, quizá, una enseñanza que cabe extraer de esta práctica: las normas jurídicas bien concebidas son susceptibles de adaptación a contextos muy diferentes sin necesidad de reformas estructurales permanentes. Es imprescindible, no obstante, una labor interpretativa cabal que precisamente permita esa adaptación gradual y continua, función que ha desarrollado principalmente en este campo, y de forma sobresaliente, el Tribunal Supremo, con el inestimable precedente del Tribunal Central de Trabajo.
Desde un punto de vista metodológico, la práctica ha de contar con las claves suficientes como para permitir al alumnado alcanzar los conocimientos, habilidades y destrezas necesarias, pero al mismo tiempo debe propiciarse un planteamiento abierto y flexible que favorezca el debate y la reflexión. La combinación de estos dos elementos obliga, seguramente, a incluir en la práctica ciertas pautas a modo de cuestiones que orienten al alumno en la búsqueda de la respuesta.

Obviamente, quizás invitaría en mayor medida a la reflexión evitar las preguntas directas o no proporcionar indicaciones adicionales, de modo que la práctica se limite a señalar al alumno que ha de analizar todas las cuestiones relevantes. Sin embargo, tamaña flexibilidad o apertura puede generar una lógica incertidumbre, que en sí misma puede ayudar a alcanzar objetivos formativos, pero que con carácter general resulta inconveniente en etapas tempranas de la formación y/o de la asignatura. Ese diseño puede resultar más productivo una vez que el alumno cuente con un mayor conocimiento de la asignatura y de la dinámica de las prácticas, y su capacidad de relación haya sido convenientemente entrenada. El proceso de enseñanza-aprendizaje ha de desarrollarse, sin duda, con una secuenciación que permita alcanzar gradualmente los objetivos perseguidos.
PROPUESTA DE SOLUCIÓN
1- Semejanzas y diferencias entre el concepto de accidente de trabajo previsto en el art. 1 de la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 y el establecido en el art. 115 LGSS 1994 

La primera cuestión pretende, como ya se dijo, obligar al alumno a efectuar una comparación entre dos normas. La tarea puede abordarse desde perspectivas distintas, pero ha de premiarse la reflexión y la comprensión, de modo que los análisis exclusivamente literales o gramaticales cuentan con un menor valor. En este sentido, podría afrontarse la práctica comparando la literalidad de ambas normas, y señalando las diferencias de redacción entre ellas, diferencias evidentes, pues el art. 115 LGSS es mucho más prolijo que el art. 1 de la Ley Dato. Pero no es ese, por supuesto, el objetivo, ya que la comparación entre preceptos resulta en este punto de menor interés que la comparación entre conceptos, mucho más significativa. 
El alumno ha de percatarse de que algunas de las precisiones del art. 115 LGSS no suponen, en puridad, una diferencia cualitativa con la Ley de Accidentes de 30 de enero de 1900, ya que, de una u otra forma, tenían cabida en su antecedente histórico más remoto. Por su parte, la comparación debe conducir a la conclusión de que el concepto de accidente de trabajo actual resulta sustancialmente más amplio que el originario al quedar comprendidas en el mismo las denominadas «enfermedades de trabajo». Mientras en la Ley Dato el accidente de trabajo requería una lesión corporal producto de un acontecimiento súbito, un accidente en sentido estricto, el art. 115 de la vigente LGSS admite que las enfermedades causadas por el trabajo que no merezcan el calificativo de enfermedades profesionales deben ser consideradas como accidente de trabajo, con las consecuencias pertinentes.
2- ¿Cuál fue la principal innovación introducida por la Ley de Accidentes de Trabajo? ¿Qué ocurría con anterioridad?
La segunda cuestión tiene una evidente dimensión teórica, pero su contestación a la luz y en presencia de la norma debe aportar al alumno una mayor y mejor comprensión del alcance de esta novedad. La Ley de Accidentes de Trabajo del año 1900 destaca por haber abandonado la concepción subjetiva o culposa previamente imperante, y considerar de este modo al empleador como responsable objetivo de los daños provocados por los accidentes de trabajo que el operario sufra en la empresa. En efecto, a tenor del art. 2 de esa norma «el patrono es responsable de los accidentes ocurridos á sus operarios con motivo y en el ejercicio de la profesión ó trabajo que realicen, á menos que el accidente sea debido á fuerza mayor extraña al trabajo en que se produzca el accidente». Desde ese momento, ya no sería necesario que el accidente se produjera por imprudencia o dolo del empresario, sino que a través de la culpa in vigilando se imputaba al patrono la responsabilidad por los accidentes producidos en un ámbito donde sus facultades de organización deberían haber permitido evitar el siniestro.
3- ¿Es la Ley de Accidentes de Trabajo, en sentido estricto, una norma de Seguridad Social?

La tercera pregunta, también de evidente dimensión teórica, entronca con el concepto mismo de Seguridad Social, y pretende que el alumno distinga esa institución de figuras afines, identificando los rasgos que caracterizan un Sistema de Seguridad Social (o de previsión social, en sus primeras etapas). Uno de esos rasgos es la publificación, pues la intervención de los poderes públicos en la gestión y financiación del Sistema es una garantía para el ciudadano; y otro, el nacimiento de un derecho subjetivo a la prestación, previo cumplimiento de los pertinentes requisitos, no condicionado por la cuantía de partidas presupuestarias finitas. 

El alumno debe apoyar su contestación a esta pregunta en el art. 12 de la Ley de Accidentes de Trabajo («Los patrones podrán sustituir las obligaciones definidas en los artículos 4º, 5º y 10, ó cualquiera de ellas por el seguro hecho a su costa en cabeza del obrero de que se trate, de los riesgos á que se refiere cada uno de esos artículos respectivamente ó todos ellos, en una sociedad de seguros debidamente constituida, que sea de las aceptadas para este efecto por el Ministerio de la Gobernación, pero siempre á condición de que la suma que el obrero reciba no sea inferior á la que correspondiera con arreglo á esta ley»). A partir de ese precepto se puede deducir que la Ley Dato no es técnicamente una norma de seguridad social, o previsión social pública, puesto que no se exige el aseguramiento de la responsabilidad, de modo que si el empresario fuera insolvente el trabajador, pese a tener derecho a la prestación correspondiente, no la percibiría.
4- En cuanto a su ámbito subjetivo, ¿la Ley de Accidentes de Trabajo de 30 de enero de 1900 se aplicaba a todos los trabajadores asalariados? ¿Y a los trabajadores autónomos?
La adecuada contestación de la pregunta número 4 requiere de la valoración conjunta de los arts. 1 a 3 de la Ley Dato. El objetivo no es, por supuesto, que el alumnado reproduzca ambos preceptos, sino que identifique a los colectivos protegidos, que son, en esencia, los trabajadores por cuenta ajena del sector industrial y de servicios, quedando excluidos la mayor parte de trabajadores agrícolas y del mar, así como los trabajadores autónomos. El alumno debe tener presente que en las etapas embrionarias de la protección social pública se decidió excluir de las medidas tuitivas a quienes desarrollasen actividades no industriales. 
El estudiante debería ser capaz de relacionar este ámbito subjetivo con el contexto histórico donde surgen estas medidas, la II Revolución industrial. La aparición de las fábricas, el éxodo rural, la cada vez más relevante función del proletariado y, por supuesto, el movimiento obrero, explican la aprobación de normas dirigidas a mejorar la situación de los trabajadores que, gracias a su actuación colectiva, fueron capaces de ejercer la suficiente presión como para obligar a los poderes públicos a dictar normas tuitivas. Los colectivos con menor capacidad de presión (asalariados de sectores no industriales o autónomos) debieron esperar hasta que la protección social pasó a concebirse como un derecho, y no como una mera dádiva.
5- Divida los preceptos de la Ley de Accidentes de Trabajo por bloques de materias y explique la finalidad de cada uno de esos bloques
La última de las cuestiones podría ser, en realidad, la primera. Su ubicación responde a que es probablemente en este momento final, tras responder a las preguntas anteriores, cuando el alumnado está en disposición de comprender globalmente la norma. Es, a la postre, una pregunta que pretende comprobar si el estudiante ha alcanzado o no los objetivos de la práctica.
En la medida en que la norma no se estructura en títulos, capítulos o secciones, la distribución por bloques debe ser efectuada por el propio alumno. El profesor, por supuesto, debe adoptar una postura suficientemente flexible, ya que en teoría caben varias opciones, aunque es imprescindible que el estudiante justifique el porqué de la homogeneidad de los preceptos que forman parte, a su juicio, de un mismo bloque.

A modo de sugerencia, una división podría ser la siguiente. El primer bloque estaría formado por los arts. 1 y 2, dedicados al concepto de accidente de trabajo. El segundo bloque contaría con dos preceptos, el art. 3 y el 13, relativos al campo de aplicación. El tercer bloque estaría dedicado a la acción protectora frente al accidente de trabajo (arts. 4, 5, 10, 11, 12 y 19), y a la vez puede subdividirse en atención a las consecuencias del mismo, que podrían ocasionar una incapacidad (art. 4) o el fallecimiento (arts. 5 y 10). Desde luego, la subdivisión puede ser distinta, ya que algunos preceptos se ocupan del catálogo de prestaciones (4, 5 y 10), otro de la forma de cálculo de la cuantía (art. 11) y dos de ellos de las garantías para la efectividad de la norma (arts. 12 y 19). El cuarto bloque se refiere a la prevención de los riesgos laborales (arts. 7 a 9). El quinto (arts. 14 a 18) se centra en cuestiones procesales. Y el sexto (arts. 20 y 21), en fin, contiene reglas para la implementación y publicidad de la norma.
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